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RESUMEN 

Tras un tiempo prudencial desde la publicación oficial de las leyes que han venido a re-
gular el procedimiento administrativo común y el régimen jurídico de las Administra-
ciones públicas, el autor trata en este artículo de algunas de las materias en las que sus 
disposiciones pueden resultar aplicables al ámbito tributario, efectuando antes una in-
troducción que recuerda las relaciones tradicionalmente existentes entre este último 
ámbito y el derecho administrativo común. 

Palabras clave: procedimiento administrativo común, supletoriedad, procedimientos tri-
butarios, ley 39/2015. 
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THE NEW LAW OF ADMINISTRATIVE 
PROCEDURE IN THE TAX FIELD 

Esaú  Alarcón  García 

ABSTRACT 

After a reasonable period of time from the official publication of the laws that regulate 
the common administrative procedure and the legal regime of public administrations, 
the author writes in this article about questions that may be applicable in tax procedu-
res. 

Keywords: common administrative procedure, supplementarity, tax procedures, law 
39/2015. 
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(1) Podemos encontrar ejemplos de tales críticas en los trabajos, citados en bibliografía, de Ruiz
LóPez, de RodRíguez–PiñeRo y de Chaves gaRCía, entre otros.

ESAÚ ALARCÓN GARCÍA / «La nueva ley de procedimiento administrativo en el ámbito tributario» 

«Tal es el fin de todo el condicionamiento: hacer que cada uno ame el destino social, 
del que no podrá librarse» 

aldous huxley. Un mundo feliz. Capítulo i 
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minisTRaTivo. 2.1. un breve recorrido diacrónico de su relación. 2.2. Criterios resul-
tantes para la aplicación del procedimiento administrativo común en el ámbito tribu-
tario. 3. suPuesTos ConCReTos de aPLiCaCión de La noRmaTiva adminisTRaTiva Común 

en eL ámbiTo TRibuTaRio TRas La Ley de PRoCedimienTo adminisTRaTivo. 3.1. su-
puestos de aplicación a la totalidad de procedimientos tributarios del procedimiento 
administrativo común en materia de administración electrónica. 3.2. supuestos de 
aplicación en el procedimiento de revisión de actos tributarios del procedimiento ad-
ministrativo común en materia de administración electrónica. 3.3. supuestos de 
aplicación del procedimiento administrativo común en materia de plazos. 3.4. su-
puestos de aplicación del procedimiento administrativo común en materia de suspen-
sión de plazos de resolución de procedimientos. 3.5. supuestos de aplicación del pro-
cedimiento administrativo común en materia de suspensión de plazos para resolver 
recursos. 3.6. supuestos de aplicación del procedimiento administrativo común en 
materia de suspensión de ejecución de actos sometidos a revisión de oficio. 3.7. su-
puestos de aplicación del procedimiento administrativo común en materia de medidas 
cautelares provisionalísimas. 3.8. supuestos de aplicación del procedimiento admi-
nistrativo común en materia de iniciativa legislativa. 3.9. supuestos de aplicación 
del procedimiento administrativo común en materia de responsabilidad patrimo-
nial. bibLiogRafía. 

1.  INTR DUCCIÓN 

el 2 de octubre de 2 15 se publicaron en el boletín oficial del estado dos leyes que 
venían a sustituir, en un extraño caso de desglose legislativo artificioso, muy criticado 
por parte de la doctrina, a la Ley de Régimen Jurídico y Procedimiento administrativo 
Común en vigor desde el año 1992 (1). 

huelga recordar que, hasta la entrada en vigor de estas normas –dilatada en el tiem-
po con diverso trato para el ciudadano y para las administraciones Públicas–,  la Ley 
3 /1992, de Régimen Jurídico de las administraciones Públicas y del Procedimiento ad-
ministrativo Común (LRJPaC, en lo sucesivo) regulaba unitariamente tanto la discipli-
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na general de los órganos administrativos como las normas básicas del procedimiento 
administrativo, así como la responsabilidad patrimonial de la Administración (2). 

Por su lado, la Ley 6/1997, de Organización y funcionamiento de la Administración 
general del Estado regulaba las normas no básicas específicas de la Administración del 
Estado –LOfAgE–. Esta ley derogó la Ley de Régimen Jurídico de la Administración 
del Estado de 1957. 

Ambas normas básicas –LRJPAC y LOfAgE– se complementaban con otras regula-
ciones administrativas, siendo de interés a efectos del presente estudio la Ley 11/2007, 
de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios Públicos. 

Puede decirse que, con este acervo normativo en vigor, no existía problema compe-
tencial alguno, redundancias, remisiones ni asimetrías entre las diversas regulaciones 
administrativas. 

Extenderse en las cuestiones que afectan al proceso legislativo que ha dado lugar a 
las Leyes 39 y 40 de 2015 –a las que, en lo sucesivo, llamaremos respectivamente LPAC 
y LRJAP– superaría el objetivo de este estudio, que se centrará en la afectación al ám-
bito tributario de este cambio normativo. 

sin embargo, merece la pena poner de manifiesto que las nuevas normas de 2015 par-
ten de un informe de la Comisión para la Reforma de las Administraciones Públicas 
(CORA), que se basa en unas premisas que, parte de la doctrina administrativista, ha 
considerado como profundamente erróneas, como seguidamente se expondrá (3). A par-
tir de ahí, este organismo concluye que resulta evidente la necesidad de dotar al derecho 
administrativo de un sistema administrativo «sistemático (sic), coherente (sic) y unifor-
me (sic), de acuerdo con el proyecto general de mejora de la calidad normativa», propo-
niéndose la creación de dos disposiciones: 

Una, que regule el régimen jurídico de las Administraciones Públicas –AAPP, en ade-
lante–, comprendiendo también los aspectos no básicos de la estatal y donde se integren 
las disposiciones que disciplinen la Administración institucional. será la Ley 40 la en-
cargada de regular las conocidas como relaciones ad intra de las AAPP. 

Otra, que regule las relaciones ad extra, esto es, el procedimiento administrativo, in-
tegrando las reglas que gobiernan la relación de los ciudadanos con las AAPP por me-
dios electrónicos, lo que cumplirá la Ley 39/2015. 

Este desglose legislativo ha generado, por poner ejemplos de cuestiones basilares pa-
ra el ciudadano en su relación con la Administración, que el tratamiento de la responsa-

(2) La  LRJPAC  vino  únicamente  a  sustituir,  pese  a  su  nombre,  a  la  comúnmente  añorada  Ley 
de  Procedimiento  Administrativo  de  1958,  manteniendo  un  esquema  similar  al  regular  al  unísono 
aspectos  orgánicos  y  procedimentales  del  funcionamiento  de  las  Administraciones  Públicas. 

(3) Concretamente,  se  han  puesto  en  cuestión  las  siguientes  apreciaciones  del  informe  de  la 
CORA  que,  para  cierto  sector  doctrinal,  resultan  poco  acordes  a  la  realidad: 

Primero:  «En  el  derecho  español,  la  normativa  reguladora  de  las  AAPP  ha  pasado  por  diferen-
tes  etapas.  Tradicionalmente,  las  reglas  reguladoras  de  los  aspectos  orgánicos  del  poder  ejecutivo 
estaban  separadas  de  las  que  disciplinaban  los  procedimientos». 

segundo:  «Esta  separación  terminó  con  la  Ley  30/92,  que  unificó  en  un  instrumento  la  compe-
tencia  estatal  para  regular  estas  materias  previstas  en  el  art.149.1.18º  CE». 

Y,  tercero:  «La  evolución  normativa  posterior  se  ha  caracterizado  por  la  profusión  de  leyes,  rea-
les  decretos  y  demás  disposiciones  de  inferior  rango  que  de  forma  ora  independiente,  ora  modifi-
cando  el  derecho  vigente  han  completado  de  manera  un  tanto  deslavazada  la  columna  vertebral 
del  derecho  administrativo». 

– 10 – 
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bilidad patrimonial de las Administraciones o el procedimiento sancionador se encuen-
tren regulados en ambos textos normativos, separando así lo que la correcta técnica nor-
mativa consideraría adecuado regular en una única norma. Y es que, como dijera tem-
pranamente ChAvEs gARCíA, «lo que une la razón práctica (organización y procedimien-
to) no debe separarlo el capricho del legislador» (4). 

Como se ha señalado, son legión las voces que han criticado las nuevas normas admi-
nistrativas, empezando por los preceptivos dictámenes a los proyectos legislativos emi-
tidos por el Consejo de Estado. Así, el número 275 afirma que sus previsiones suponen 
una «quiebra del esquema hasta ahora seguido en el derecho administrativo español», 
una «fractura del tratamiento sistemático» que «lejos de servir al fin de la clarificación y 
simplificación que pretende alcanzarse, introduce una notable confusión, planteando 
una serie de inconvenientes que evidencian la rigidez del sistema seguido y su insufi-
ciencia para lograr una adecuada regulación de tales materias». 

De entre los autores, destaca por su inteligente sarcasmo la crítica de ChAvEs gARCíA 

para quien tales normas configuran un «monstruo bicéfalo», un «curioso caso de esquizo-
frenia jurídica (…) algo así como si un manual de zoología estudiase al caballo en dos to-
mos, uno se ocupase de la actividad del cuadrúpedo fuera del establo (galope, paseo y re-
linchos) y el otro de la anatomía interior (esqueleto, musculación y vísceras)» (5). En un 
sentido similar, RUiz LóPEz las considera «dos leyes desgarbadas que, lejos de contribuir a 
la seguridad jurídica, dificultan su manejo debido, entre otras cosas, a la subsistencia de 
procedimientos administrativos especiales, a la desagregación normativa de instituciones 
esenciales como la responsabilidad patrimonial o las sanciones administrativas, a la au-
sencia de un acervo uniforme homogéneo de la planta de la Administración y al consi-
guiente efecto descodificador que invita a la dispersión normativa y no se compadecen con 
los objetivos que, al menos en teoría, ambas leyes aseguran perseguir» (6). 

más comedido, RODRígUEz-PiñERO opina que, «en realidad, la ley se caracteriza por 
refundir en un único cuerpo legal las disposiciones en materia de procedimiento admi-
nistrativo ya en vigor y procede en ciertos casos a un mayor desarrollo normativo, asu-
miendo normas que hasta ahora estaban incluidas en reglamentos e impropias de una 
norma con rango legal» (7). 

En definitiva, parece que la voluntad del legislador no ha sido tanto esa reconfigura-
ción sistemática del derecho administrativo que proclama la CORA como, realmente, es-
tablecer a través de la LRJAP unos mecanismos de control de órganos constitucionales 
diferentes del Estado –otras AAPP, el Congreso, el senado, el CgPJ, el TC, el Defensor 
del Pueblo, las Asambleas Legislativas de las CCAA, el Consejo de Estado–, obviando su 
autonomía constitucional de organización y funcionamiento y, a través de la LPAC, pro-
fundizar en el control estatal, reducir papel y coadyuvar al ciudadano a una relación ad-
ministrativa electrónica. 

Dejando estas profundas cuestiones, que solo la praxis en los años venideros determi-
nará si se han convertido en realidad, este artículo se centrará en cómo quedan configu-
radas las relaciones entre el derecho administrativo y el ámbito tributario tras la apari-
ción de las tan repetidas normas. 

A efectos expositivos, se dedicará el siguiente apartado a recordar de dónde venimos, 
trayendo a colación la secularmente discutida relación entre el derecho administrativo y 

(4) Vide ChAvEs gARCíA, J. R., en «El procedimiento…», citado en bibliografía. 
(5) Vide ChAvEs gARCíA, J. R., en «Percepción y sensaciones…», citado en bibliografía. 
(6) Vide RUiz LóPEz, m. á., citado en bibliografía, passim. 
(7) Vide RODRígUEz–PiñERO bRAvO–fERRER, m., citado en bibliografía. 
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su hijo ¿pródigo?, el derecho financiero y tributario (8). En el apartado tercero se pasa-
rán a tratar algunas cuestiones en las que cabe pensar que las leyes 39 y 40 de 2015 re-
sultan aplicables, sea supletoria, sea directamente, a las actuaciones y procedimientos 
de aplicación de los tributos (9). 

2. LOS  PROCEDIMIENTOS  TRIBUTARIOS  DENTRO  DEL  PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO 

2.1. Un  breve  recorrido  diacrónico  de  su  relación 

Dejando de lado el «derecho procedimental embrionario» (10) que trae causa de la apari-
ción de la Ley Azcárate el 19 de octubre de 1889, la primera norma con vocación de propor-
cionar una regulación común «en la medida de lo posible» del procedimiento administrati-
vo, la encontramos en la Ley de Procedimiento Administrativo de 17 de julio de 1958 –LPA, 
en lo sucesivo–, con unos aspectos comunes inamovibles, como el régimen de recursos o el 
silencio administrativo, si bien se admitían especialidades en función de cada materia. 

Con posterioridad, es el Decreto de 10 de octubre de 1958 el que se encarga de enu-
merar los procedimientos especiales que quedaron en vigor tras la LPA, reduciéndolos 
de 500 a 27. 

En cuanto a los procedimientos tributarios se refiere, la LPA no los excluyó de su ám-
bito de aplicación de forma genérica, aunque el citado Reglamento mantiene expresa-
mente la especialidad de los relativos a las siguientes materias: i) liquidación, inspec-
ción y gestión de impuestos y contribuciones, ii) créditos y derechos a favor de la ha-
cienda Pública y cumplimiento de obligaciones a su cargo. A contrario sensu, pasan a es-
tar regulados por la normativa común –la LPA– el procedimiento sancionador y los pro-
cedimientos relativos a tasas. 

Pese a que la LPA preveía en su disposición final 5ª una revisión trienal, lo cierto es 
que no sufrió más modificación que la efectuada por la Ley de 2 de diciembre de 1963, 
sobre revisión de la LPA, que no afecta a su relación con los procedimientos tributarios. 

El siguiente hito normativo se sitúa ya en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Ré-
gimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Co-
mún, en cuya disposición adicional quinta inicialmente se señalaba lo que sigue: 

«Disposición  adicional  quinta.  Procedimientos  administrativos  en  materia  tributaria. 

1. Los  procedimientos administrativos  en  materia  tributaria  y,  en  particular,  los 
procedimientos  de  gestión,  liquidación,  comprobación,  investigación  y  recauda-
ción  de  los  diferentes  tributos  se  regirán  por  su  normativa  específica  y,  subsidia-
riamente,  por  las  disposiciones  de  esta  Ley. 

2. La  revisión  de  actos  en  vía  administrativa  en  materia  tributaria  se  ajustará  a  lo 
dispuesto  en  los  artículos  153  a  171  de  la  Ley  general  Tributaria  y  disposiciones 
dictadas  en  desarrollo  y  aplicación  de  la  misma.» 

(8) De  todos  modos,  un  estudio  más  concienzudo  y  brillante  de  la  cuestión  se  puede  leer  en 
mARTínEz LAfUEnTE,  A.,  citado  en  bibliografía,  passim. 

(9) El  Tribunal  Constitucional  ha  declarado  inconstitucionales,  mediante  sentencia  de  24  de 
mayo  de  2018,  diversos  preceptos  de  la  LPAC,  si  bien  no  afectan  a  los  aspectos  tratados  en  el  pre-
sente  escrito. 

(10) Tomado  de  LóPEz CAnDELA,  J.  E.,  citado  en  bibliografía. 
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Las disfunciones prácticas a las que dio lugar la redacción originaria de dicho precep-
to, basilar en las relaciones entre el derecho tributario y el derecho administrativo, ge-
neraron que fuera modificado a través de la Ley 4/1999, de 13 de enero, que le dio la si-
guiente redacción: 

«Disposición adicional quinta. Procedimientos administrativos en materia tributaria. 

Los procedimientos tributarios y la aplicación de los tributos se regirán por la Ley 
general Tributaria, por la normativa sobre derechos y garantías de los contribuyentes, 
por las Leyes propias de los tributos y las demás normas dictadas en su desarrollo y 
aplicación. En defecto de norma tributaria aplicable, regirán supletoriamente las dispo-
siciones de la presente Ley. 

En todo caso, en los procedimientos tributarios, los plazos máximos para dictar reso-
luciones, los efectos de su incumplimiento, así como, en su caso, los efectos de la falta de 
resolución serán los previstos en la normativa tributaria. 

La revisión de actos en vía administrativa en materia tributaria se ajustará a lo dis-
puesto en los artículos 153 a 171 de la Ley general Tributaria y disposiciones dictadas 
en desarrollo y aplicación de la misma.» 

Resumiéndolos, los cambios venían motivados por diversas cuestiones, de índole va-
riada. Por un lado, nos encontramos con un apartado primero que modifica su redacción 
de origen por pura adaptación gramatical a la nueva terminología tributaria, que recon-
duce los diversos procedimientos tributarios tradicionales a dos categorías estrictamen-
te tributaria, los procedimientos tributarios y la aplicación de los tributos. 

no resulta baladí, en cambio, la modificación operada en la parte final del citado pri-
mer párrafo del apartado uno de la disposición de continua referencia, al sustituir el ca-
rácter subsidiario de la LRJPAC en el ámbito tributario por un criterio de supletoriedad. 

si bien en el ámbito coloquial y hasta desde una vertiente academicista (11), supleto-
riedad y subsidiariedad podrían considerarse términos sinónimos, lo cierto es que en el 
metalenguaje jurídico tal conceptuación resulta errónea. En efecto, la subsidiariedad ju-
rídica denota un distinto nivel jerárquico entre norma principal y norma subsidiaria, de 
modo que esta actuaría como complemento de aquella. Es la relación, por poner un 
ejemplo de manual, entre ley y reglamento. Por el contrario, la relación de supletoriedad 
conlleva que la norma supletoria se aplicará ante la inexistencia de una norma aplicable 
al caso, esto es, en supuestos de lagunas legales. 

Así lo tiene dicho el Tribunal supremo que, en su sentencia de 5 de febrero de 2007, acla-
ra que existe «un frecuente error de confundir dos conceptos cuyo alcance jurídico y hasta 
coloquial es sin embargo diferente, cuales son la subsidiariedad y la supletoriedad. Ocurre, 
sin embargo, frente a dicho erróneo planteamiento de parte, que el recurso a la subsidia-
riedad es una fórmula de colaboración normativa para los casos de concurso de normas, es-

(11) La cuarta acepción prevista en el Diccionario de la Real Academia Española para el tér-
mino «supletorio», reservada para el ámbito jurídico, lo conceptúa con el siguiente aserto: «Dicho 
de una norma: Que se aplica en defecto de otra. El Código Civil es supletorio en algunas materias». 
Por lo que se refiere al término «subsidiario», su segunda y última acepción, también jurídica, lo 
cataloga como «Dicho de una acción o de una responsabilidad: Que suple a otra principal». En apa-
riencia, las definiciones no son coincidentes, pero si leemos atentamente los diversos usos del tér-
mino «derecho», encontramos que el Diccionario de Autoridades del propio organismo, trata al vo-
cablo «derecho subsidiario» como un sinónimo de «derecho supletorio», que sería aquel al que se 
acude en defecto de norma principal. sin lugar a dudas, la definición académica de «subsidiario» 
no resulta del todo acrisolada. 

– 13 – 
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to es, para los casos en los que resulten aplicables dos o más de ellas al mismo supuesto de 
hecho, de manera que la subsidiaria cede en beneficio de la primaria a la que, en su caso, 
complementa. La supletoriedad es por el contrario un instrumento de rellenado de lagu-
nas; de tal manera que cuando un determinado supuesto no es objeto de regulación por la 
norma inicialmente aplicable se da paso a la supletoria, siempre, eso sí, que semejante ope-
ración no resulte, por otras circunstancias, disconforme al ordenamiento jurídico». 

Todavía más relevancia debe dársele a la introducción, por la citada ley del año 1999, 
de un segundo párrafo en el apartado primero de la DA 5ª LRJPAC, que incluyó unos su-
puestos concretos en los que no rige, en ningún caso, la regla general de supletoriedad 
del procedimiento administrativo en el campo tributario. 

En efecto, desde la entrada en vigor de la nueva redacción de la citada disposición, el 14 
de abril de 1999, los plazos máximos para dictar resoluciones, los efectos de su incumpli-
miento, así como, en su caso, los efectos de la falta de resolución, se rigen siempre por nor-
mativa de carácter tributario lo que, visto desde otra perspectiva, ha obligado desde en-
tonces al legislador tributario a regular estas materias, como se verá más adelante. 

Con estas novedosas fronteras entre el procedimiento administrativo y los tributa-
rios, se intentaban solucionar las discusiones doctrinales y jurisprudenciales que las 
concretas materias que se mencionan en dicho precepto habían generado en la praxis 
diaria, señaladamente con relación al instituto de la caducidad. 

Atendida esta situación, llegamos a la fecha de entrada en vigor de la LPAC, que se 
produjo tras una vacatio legis para el ciudadano de un año –el 2 de octubre de 2016 (12)– 
pues, a partir de dicha fecha, las especialidades del ámbito tributario han pasado a re-
gularse  en  su  disposición  adicional  primera,  en  los  siguientes  términos: 

«Disposición  adicional  primera.  Especialidades  por  razón  de  materia. 

1. Los  procedimientos  administrativos regulados  en  leyes  especiales  por  razón  de  la 
materia  que  no  exijan  alguno  de  los  trámites  previstos  en  esta  Ley  o  regulen  trá-
mites  adicionales  o  distintos  se  regirán,  respecto  a  éstos,  por  lo  dispuesto  en  di-
chas  leyes  especiales. 

2. Las  siguientes  actuaciones  y  procedimientos se  regirán  por  su  normativa  específi-
ca  y  supletoriamente por  lo  dispuesto  en  esta  Ley: 
a) Las  actuaciones  y  procedimientos  de  aplicación  de  los  tributos  en  materia  tri-

butaria y  aduanera,  así  como  su  revisión en  vía  administrativa.  (…) 
b) Las  actuaciones  y  procedimientos  sancionadores  en materia  tributaria y  adua-

nera,  en  el  orden  social,  en  materia  de  tráfico  y  seguridad  vial  y  en  materia  de 
extranjería.» 

Las  diferencias  entre  la  postrera  redacción  de  la  DA  5ª  LRJPAC  y  el  nuevo  texto  que  re-
gula las relaciones entre los procedimientos tributarios y el procedimiento administrativo 
común son varias, empezando por la introducción de un párrafo –el primero– que parece 

(12) síntoma de la patente deriva legislativa hacia una minoración de los derechos de los ciuda-
danos que vivimos en nuestro país, es la peculiar discriminación a la hora de fijarse en la LPAC su 
entrada en vigor por la Df 7ª, pues se les concede a las Administraciones un par de años más que al 
ciudadano para su adaptación en determinadas materias del ámbito electrónico. si tan costosa es la 
preparación de los registros electrónicos para la Administración, ¿tiene sentido su obligatoriedad con 
dos años de antelación para el administrado? Pues bien, siendo esta pregunta meramente retórica, 
tal situación de inequidad resulta enaltecida al haberse ampliado recientemente el plazo fijado en 
dos años más –hasta el 2 de octubre de 2020– en virtud de modificación llevada a cabo por el artícu-
lo sexto del Real Decreto-Ley 11/2018, de 31 de agosto, que modifica la citada Df 7ª LPAC. 
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dirigido a todo procedimiento administrativo especial por razón de la materia, tributario o 
no, de complicada redacción y difícil exégesis, del que más adelante se hablará. 

Por lo que se refiere al ámbito estrictamente tributario, se introduce el matiz de ha-
blar también de «actuaciones» en materia tributaria, haciendo que la supletoriedad 
abarque así, no solo la miríada de procedimientos tributarios en vigor actualmente, sino 
a cualquier otro tipo de relación entre el contribuyente y la Administración tributaria, 
esté regulada o no en un procedimiento concreto, lo que tiene sentido atendidos los cam-
bios sufridos con el paso de los años por la Ley general Tributaria. 

En este sentido, ad exemplum, resultarían supuestos de «actuaciones» tributarias no am-
paradas por la regulación de un concreto procedimiento, las tareas de información tributa-
ria al contribuyente, las consultas tributarias o los requerimientos de información (13). 

Pero la diferencia que más sorprende entre el nuevo texto y la antigua DA 5ª es, si ca-
be, la omisión de las cuestiones que introdujo el comentado segundo párrafo del aparta-
do 1 de aquella, que quedaban en todo caso extramuros de una posible aplicación suple-
toria del procedimiento administrativo común. no cabe otra interpretación posible que 
no sea que, con la eliminación del precepto introducido por la Ley 4/1999, las cuestiones 
concretas allí excepcionadas –a saber, plazos para dictar resoluciones, efectos de su in-
cumplimiento y, en su caso, efectos de la falta de resolución– vuelven con la nueva ley al 
redil de la norma general, esto es, en el supuesto de que una actuación o un procedi-
miento de aplicación de los tributos no regulara alguna de estas circunstancias, se apli-
caría supletoriamente la LPAC. Esta circunstancia supone un giro copernicano respecto 
a la situación anterior al 2 de octubre de 2016. 

Por su parte y para finalizar este apartado, debe recordarse que la normativa tribu-
taria en vigor también habla de las relaciones entre los procedimientos tributarios y el 
procedimiento común, en los siguientes preceptos de la LgT: 

Artículo 7. fuentes del ordenamiento tributario. 

«2. Tendrán carácter supletorio las disposiciones generales del derecho administrati-
vo y los preceptos del derecho común.» 

Artículo 97. Regulación de las actuaciones y procedimientos tributarios. 

«Las  actuaciones  y  procedimientos  de  aplicación  de  los  tributos  se  regularán: 

a) Por  las  normas  especiales  establecidas  en  este  título  y  la  normativa  reglamenta-
ria  dictada  en  su  desarrollo,  así  como  por  las  normas  procedimentales  recogidas 
en  otras  leyes  tributarias  y  en  su  normativa  reglamentaria  de  desarrollo. 

b) Supletoriamente,  por  las  disposiciones  generales  sobre  los  procedimientos  admi-
nistrativos.» 

2.2. Criterios  resultantes  para  la  aplicación  del  procedimiento  administrativo 
común  en  el  ámbito  tributario 

Antes de entrar en materia, es de ley recordar que el derecho común es habitualmen-
te aplicado para catalogar cualesquiera figuras jurídicas –como la extinción, la confu-

(13) Que, como tales, entrarían en el terreno de la aplicación de los tributos, ex artículo 83 
LgT, pero que son, stricto sensu, parte de ningún procedimiento tributario. 
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sión, la donación–, lo que lógicamente comportará que sus efectos tributarios deberán 
atender a su regulación jurídico-privada. 

También se utilizan, en el ámbito tributario, conceptos jurídicos civiles, como fuerza 
mayor, caso fortuito, simulación, analogía, fraude de ley, siendo pacífico que la exégesis 
de los mismos en las relaciones entre la Administración y el contribuyente deberá partir 
de su origen civil, con las especialidades que en su caso se establezcan para el ámbito 
tributario. Lo mismo cabría concluir respecto a los casos en los que la normativa tribu-
taria efectúa una remisión indirecta o regula figuras que guardan intensa relación con 
otras tradicionalmente utilizadas en el ámbito privado, como el levantamiento del velo o 
la acción de regreso. 

En definitiva, la relación entre el derecho común y el tributario, no puede reconducir-
se como ocurre con el derecho administrativo a la supletoriedad ni a la aplicación direc-
ta sino que, en rigor, la esencia de toda rama del ordenamiento jurídico parte de la base, 
utiliza los conceptos, trasplanta las figuras de ese derecho común. A simili, podría com-
pararse la relación entre el derecho común y cualquier sector del ordenamiento con la 
que tienen el lenguaje, como medio de comunicación inmanente al ser humano, y la len-
gua específica de cada comunidad de hablantes que, de forma impremeditada, utilizan 
aquellas reglas del lenguaje (14). 

Dicho lo anterior, y ya entrando en la relación entre el derecho administrativo común 
y el derecho tributario, debe partirse de la base de que la supletoriedad patrocinada por 
la LPAC en su DA 1ª –y, en idénticos términos, la anterior DA 5ª de la LRJPAC– con-
cierne a los procedimientos tributarios y no al régimen jurídico de la Administración Pú-
blica, de modo que las normas que regulan dicho régimen son de aplicación directa –y no 
supletoria– al ámbito tributario. 

Así lo dijo el Tribunal supremo en sentencia de 22 de enero de 1993, derivada de re-
curso interpuesto contra el Reglamento de la inspección de los Tributos de 1986, en la 
que el Alto Tribunal llega a la conclusión de que los principios de la potestad sanciona-
dora de la LRJPAC no son materia de procedimiento sino de régimen jurídico y, por tan-
to, aplicables directamente al ámbito tributario, por lo que anula el artículo del Real De-
creto que fue objeto de impugnación. 

Lo mismo cabría decir, verbigracia, de los principios generales del ámbito adminis-
trativo –merece destacar el de buena fe y la confianza legítima–, o la abstención y la re-
cusación, que también pertenecen al espectro del régimen jurídico de las Administracio-
nes Públicas y, por ende, resultan aplicables directamente al ámbito tributario (15). 

si algo merece destacar de la nueva regulación bifronte que nos ha traído la creación 
de las leyes 39 y 40 de 2015 es, precisamente, que con ellas debería quedar meridiana-
mente claro al intérprete qué preceptos se encargan de regular los aspectos relacionados 
con el régimen jurídico y qué otros regulan el procedimiento administrativo. 

En efecto, al escindir la normativa anterior, el procedimiento administrativo común 
se regula en exclusiva en la LPAC, dejando los aspectos relacionados con el régimen ju-
rídico de las Administraciones Públicas para la Ley 40/2015. 

(14) A quien le pueda interesar esta cuestión, que forma parte del ámbito de estudio propio de 
la gramática generativa, resulta imprescindible acudir a ChOmskY, n. y, concretamente, a su obra 
Aspects. 

(15) Para una mayor profundización, vide RECUERO sáEz, P., citado en bibliografía, passim. 
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Tan escrupuloso ha sido el legislador a la hora de diferenciar ambos aspectos que, con 
escasa ortodoxia jurídica, diversas cuestiones –como, por ejemplo, la potestad sanciona-
dora– que antes tenían una regulación unívoca, ahora se regulan en ambas leyes (16). 

A pesar de lo afirmado, no sería de extrañar que la aplicación directa de cuestiones de 
régimen jurídico pudiera seguir dando lugar a controversias. 

Aclarada la aplicación directa de los aspectos relacionados con el régimen jurídico de 
las Administraciones Públicas, quedaría por concretar en qué consiste la relación de su-
pletoriedad que rige la relación entre procedimiento administrativo común y las actua-
ciones y procedimientos de aplicación de los tributos. 

En este ámbito, debe partirse de que, en caso de que un reglamento de desarrollo de 
la LgT regule una materia procesal en forma diferente o incluso contraria a la LPAC, 
sus previsiones tendrán preferencia a la norma común, al ser ley especial y a pesar de su 
inferior rango, por aplicación del principio de supletoriedad. 

Así lo indicó la sTs de 4 de diciembre de 1998, derivada de recurso interpuesto con-
tra otro Real Decreto que modificaba determinados procedimientos tributarios, señalán-
dose que no cabe tacha de ilegalidad alguna pues dicho reglamento «precisamente lo que 
trata de evitar es la aplicación supletoria de la Ley 30/92 en aquellos procedimientos 
que, por estar incompletamente regulados en las normas tributarias, presentaban lagu-
nas susceptibles de ser resueltas por la Ley 30/1992». 

En otras palabras, la relación de supletoriedad entre norma tributaria y derecho ad-
ministrativo común no resulta afectada por un criterio de jerarquía normativa, de modo 
que la regulación especial tributaria resultará de aplicación por mucho que se lleve a ca-
bo en un instrumento jurídico de inferior rango que el administrativo común. 

En el mismo orden de cuestiones, debe tenerse en cuenta que la aplicación supletoria 
del derecho administrativo habrá que analizarla individualmente en cada uno de los 
procedimientos tributarios, y no de forma genérica. En otras palabras, no estamos ha-
blando de una relación supletoria de la LPAC respecto a la LgT y sus reglamentos pro-
cedimentales de desarrollo vistos en conjunto, sino de una supletoriedad de aquella nor-
ma común con relación a cada específica actuación o procedimiento tributario. 

Con la LgT de 2003 se acuña un nuevo concepto, el de «aplicación de los tributos», 
que se desarrollará «a través de los procedimientos administrativos de gestión, inspec-
ción, recaudación y los demás previstos en este título» –art. 83.3–. No existe un procedi-
miento tributario único ni común, sino diversos procedimientos tributarios con su regu-
lación propia y, dicha relación de supletoriedad, habrá que determinarla con respecto a 
cada concreto aspecto regulado en cada uno de estos procedimientos de aplicación de los 
tributos. 

Así, por ejemplificarlo con el objeto de una tradicional discusión, la caducidad está 
regulada como forma de resolución de los procedimientos tributarios de gestión y verifi-
cación de datos, prohibiéndose expresamente su aplicación como modo de terminación 
en los procedimientos de inspección y de recaudación. En la hipótesis de existir algún 
procedimiento tributario concreto que no regulara tal institución, el intérprete tendría 

(16) De forma que, con cierta guasa y mucho realismo, algún autor ha evidenciado que, tras las 
leyes administrativas de 2015, el tributarista estudioso deberá tener abiertas en su mesa de tra-
bajo como mínimo seis instrumentos normativos para poder estudiar un caso concreto: las dos le-
yes administrativas, la LgT y el reglamento de desarrollo que corresponda, así como la ley y re-
glamento sustantivos relacionados con el objeto concreto que se esté analizando. 
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 ( 7) Debe mencionarse que, cierto sector doctrinal y alguna jurisprudencia menor en un mo-
mento pretérito, sí que se admitió la aplicación supletoria de la caducidad, justificándose tal deci-
sión por la sentencia de la Audiencia Nacional de 25 de febrero de  997 mediante el argumento  de 
que «una concepción integral, armónica y unitaria del ordenamiento jurídico aconseja llegar a es-
ta solución». 

 ( 8) Nos referimos al artículo 46 del Reglamento General de Recaudación, que dice así: «6. Si  la 
solicitud no reúne los requisitos establecidos en la normativa o no se acompañan los  documentos 
citados en los apartados anteriores, el órgano competente para la tramitación del aplazamiento  o 
fraccionamiento requerirá al solicitante para que, en un plazo de  0 días contados a partir del si-
guiente al de la notificación del requerimiento, subsane el defecto o aporte los documentos con in-
dicación de que, de no atender el requerimiento en el plazo señalado, se tendrá por no  presentada 
la solicitud y se archivará sin más trámite.» 
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que rellenar la laguna con el procedimiento administrativo común y no acudir a simili 
a cualquier otro procedimiento tributario, por muy semejante que sea con el que se dis-
cute ( 7). 

Del mismo modo, pero en sentido contrario al que se acaba de exponer, las normas so-
bre cómputo de plazos –con las novedades que se indicarán ut infra– sí se aplicarán al 
ámbito  tributario  porque,  ni  la  regulación  genérica de  los  procedimientos  tributarios 
prevista en la LGT, ni la concreción en ninguno de los procedimientos tributarios espe-
cíficos establece una regulación especial de tal institución, a salvo de ciertas especifici-
dades como la que se prevé para el procedimiento de comprobación e investigación en su 
artículo  50 apartado 2, in fine. 

Pudiera pensarse que, a estas alturas de la existencia del derecho tributario y ante la 
tendencia natural de toda rama del ordenamiento jurídico hacia la completitud, tales 
cuestiones se han tornado pacíficas. Nada más lejos de la realidad y, como muestra de 
ello, nos remitimos a una resolución de recurso de alzada para unificación de criterio, 
dictada por el Tribunal Económico-Administrativo Central –en lo sucesivo, TEAC– el 29 
de septiembre de 20 6, a la que merece la pena dedicar las líneas que siguen. 

En  el  supuesto  objeto  de  litis,  un  contribuyente  presenta una  solicitud  de  aplaza-
miento de una deuda tributaria por retenciones, sin aportación de garantías. La Agen-
cia Tributaria –AEAT, en lo que resta– le requiere compromiso de aval, concediendo a 
tal efecto un plazo de  0 días que finaliza el 29 de enero de 20 3. El 30 de enero, esto es, 
un día más tarde del plazo concedido, el interesado presenta escrito sin contestar al re-
querimiento y solicitando nuevamente aplazamiento sin garantías. 

La AEAT notifica posteriormente el archivo de la solicitud y dicta una providencia de 
apremio al considerar que, al no haberse contestado al requerimiento efectuado, se dio 
inicio al procedimiento ejecutivo, de conformidad con un precepto específico previsto en 
la normativa tributaria reguladora de la recaudación que fija las consecuencias de la no 
atención de un requerimiento ( 8). 

Ello no obstante, el TEAR de la Comunidad Valenciana consideró que la actuación 
llevada a cabo por la Administración debía ser objeto de anulación, por aplicación del 
art.76 LRJPAC, que señalaba lo siguiente: 

«Artículo 76. Cumplimiento de trámites. 

3. A los interesados que no cumplan lo dispuesto en los apartados anteriores, se les 
podrá declarar decaídos en su derecho al trámite correspondiente; sin embargo, 
se admitirá la actuación del interesado y producirá sus efectos legales, si se pro-
dujera antes o dentro del día que se notifique la resolución en la que se tenga por 
transcurrido el plazo.» 
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El Departamento de Recaudación de  la AEAT procede a recurrir  la resolución me-
diante el mecanismo del recurso extraordinario de alzada para unificación de criterio, al 
considerar inaplicable el precepto que sirvió de fundamento del fallo, por existir norma-
tiva específica tributaria reguladora de las consecuencias del incumplimiento de aten-
der un requerimiento de pago. 

El TEAC recuerda, en su resolución, lo preceptuado en la LGT respecto a la supleto-
riedad del derecho administrativo común, considerando que «el artículo 46.6 del RGR 
regula expresamente las consecuencias de la falta de atención en plazo del requerimien-
to de subsanación de las solicitudes de aplazamiento o fraccionamiento formuladas por 
los interesados, consecuencias que no son otras que el tenerlas por no presentadas, de-
biendo ser archivadas sin más trámite. No es necesario, por tanto, suplir con las dispo-
siciones del derecho administrativo una situación que está expresamente regulada en la 
normativa tributaria (…)». 

A mayor abundamiento, el máximo órgano revisor en vía administrativa enfatiza en el 
hecho de que se pretende aplicar un artículo que no se refiere a la subsanación de solicitu-
des de inicio de un procedimiento, sino a la subsanación de trámites posteriores al inicio. 

En conclusión, una norma especial tributaria de rango inferior –como es el RGR res-
pecto a la LRJPAC– pasa por delante de una norma general administrativa de rango su-
perior al ser norma especial. 

A pesar de la vinculación de los Tribunales Económico-Administrativos Regionales, 
ex artículo 239.8 LGT, con la doctrina que establece el TEAC en las resoluciones que dic-
ta para la unificación de criterio, se da la circunstancia de que idéntica cuestión se ha 
debatido en una reciente resolución, también dictada en virtud de un recurso extraordi-
nario de alzada para unificación de criterio promovido por el Departamento de Recau-
dación de la AEAT, de 26 de abril de 20 8. 

El origen, en este caso, se encuentra en una resolución del TEAR de Cataluña que 
también enarbola la bandera del artículo 76 LRJPAC para dejar de aplicar el RGR, con 
una única diferencia en el supuesto de hecho, pues parece que el contribuyente en este 
caso sí que aportó parcialmente la información requerida. 

En cualquier caso, la conclusión a la que llega el TEAC es la misma, en el sentido de 
estimar el recurso fijando como criterio que «la normativa tributaria que prevé que si en 
el plazo de diez días no se contesta al requerimiento la solicitud se archive sin más trá-
mite, es la única de aplicación, sin que sea necesario acudir a lo prescrito, con carácter 
supletorio, por las normas que regulan el procedimiento administrativo común, puesto 
que existe normativa tributaria específicamente prevista, el artículo 46.6 RGR, que ade-
más en esencia coincide con lo previsto en las disposiciones de Derecho Administrativo 
Común –el artículo 7 .  LRJPAC y 68.  LPAC–». 

Así, de no atenderse el requerimiento en el plazo señalado, se tendrá por no presentada 
la solicitud de aplazamiento y se archivará sin más trámite, dando lugar automáticamen-
te al comienzo del período ejecutivo y ello «incluso en el supuesto de que ese archivo se dic-
te con posterioridad a la contestación del interesado formulada fuera de plazo» ( 9). 

( 9) Otro supuesto similar y todavía más reciente, de debate en el ámbito económico–adminis-
trativo en torno a la aplicación del RGR y la LPAC, lo encontramos en la resolución del TEAC en 
recurso extraordinario de alzada para la unificación de criterio de 28 de junio de 20 8. En este ca-
so, el supuesto objeto de litis es el de un contribuyente que presenta un escrito manifestando su in-
tención futura de solicitar un aplazamiento, sin formalizarlo posteriormente en tiempo y forma. El 
TEAR de Andalucía acude erróneamente al artículo 7  LRJPAC para anular el apremio, estimando 

–  9 – 
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Debe hacerse mención, en este punto y como ejemplo de la actualidad del debate, co-
mo la Audiencia nacional también recondujo erróneamente, según nuestra opinión, a la 
aplicación supletoria del derecho administrativo común el fallo de una sentencia, de 22 
de septiembre de 2016, en la que se enjuiciaba acerca de la falta de aportación de cierta 
documentación que fue requerida al contribuyente en varias ocasiones por parte de la 
Administración, y que este aportó en fase de revisión. 

En efecto, dicha resolución resuelve la discusión planteada señalando que «el hecho de 
que los procedimientos revisores en materia tributaria tengan su específico régimen jurí-
dico no impide aplicar supletoriamente la Ley común a todos los procedimientos adminis-
trativos (la LRJPAC), entre cuyos preceptos se encuentra una regla, no contemplada ex-
presamente en la LgT, encerrada en el apartado 1 del artículo 112, según la cual “no se 
tendrán en cuenta en la resolución de los recursos hechos, documentos o alegaciones del 
recurrente cuando, habiendo podido aportarlos en el trámite de alegaciones, no lo haya 
hecho”. Esta norma contiene una regla que no es más que la concreción positiva para el 
ámbito administrativo común del principio general de que la Ley no ampara el abuso de 
derecho (artículo 7 del Código civil), en este caso, el abuso del derecho procesal. Qué duda 
cabe que dicho principio tiene por finalidad impedir que resulte inútil el trámite de alega-
ciones y pruebas de los procedimientos de aplicación, como así resultaría si los interesados 
pudieran elegir, a su arbitrio, el momento en el que presentar pruebas y alegaciones, por 
cuanto que ello sería contrario a un elemental orden procesal» (20). 

según nuestro criterio, la resolución en cuestión yerra en su argumentación del fallo, 
al mezclar la supletoriedad del derecho administrativo común patrocinada por la DA 5ª 
LRJPAC –que, en nuestra opinión, no se aplica en este caso– con lo que es una cuestión 
–como son los principios generales de la relación del contribuyente con la Administra-
ción– de régimen jurídico de las Administraciones Públicas, que como tal sí se aplica di-
rectamente a los procedimientos tributarios tal y como hemos expuesto. 

De la regla de supletoriedad cabe extraer, también, conclusiones de orden constitu-
cional. Así, obviamente, la regulación propia de los procedimientos tributarios, en lo que 
se separe de las reglas del procedimiento común, no vulnera ningún mandato constitu-
cional «sin perjuicio de que en el terreno de la doctrina científica, y en términos de lege 
ferenda, pueda patrocinarse y aun desearse la existencia de un procedimiento adminis-
trativo único y omnicomprensivo, exento de particularismos, del que la realidad tanto 
dista por el momento», según señaló la sentencia de 4 de diciembre de 1998 del Tribunal 
supremo. 

Del mismo modo, si en un procedimiento tributario específico se desconociera un 
principio constitucional que sí es tenido en cuenta en el procedimiento administrativo 
común, lógicamente se aplicaría este, pero no por su carácter subsidiario, sino por man-
dato constitucional. 

Para concluir con la regla de supletoriedad de la DA 1ª LPAC, ya se ha indicado la 
desaparición de su redacción vigente de la regla especial que preveía el segundo párrafo 
de la DA 5ª LRJPAC tras la modificación de 1999, en el sentido de que determinados 

el TEAC el recurso interpuesto por la Directora del Departamento de Recaudación al no amparar-
se tal actuación en la normativa tributaria que regula, específicamente, las solicitudes a aplaza-
miento y fraccionamiento. 

(20) Es interesante cómo la fundamentación jurídica hace referencia, en un mismo aserto, a la 
supletoriedad del derecho administrativo común y a los principios generales del derecho que, como 
se ha visto, son de aplicación directa al ser cuestión de régimen jurídico de las Administraciones 
Públicas. 
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trámites –plazos máximos para resolver, efectos de su incumplimiento y, en su caso, 
efectos de la falta de resolución– quedaban en cualquier caso extramuros de la aplica-
ción supletoria del derecho administrativo. 

Esta especificidad se configuró tras cierta controversia doctrinal, que hizo que se 
acentuara la distanciación con la LRJPAC de la normativa tributaria. 

Como quiera que la nueva LPAC no prevé expresamente esa prohibición, debe enten-
derse que el legislador ha querido volver a la situación previa a 1999, de modo que en 
esas tres situaciones también regirá la regla de supletoriedad del derecho administrati-
vo común, si fuera el caso. 

Ello no obstante, hay que advertir que en la actualidad la LgT ha culminado su re-
gulación en esos ámbitos, estableciéndose en su artículo 104 de forma genérica para to-
dos los procedimientos tributarios los plazos de resolución y los efectos de la falta de re-
solución expresa. Por lo que se refiere a la tercera materia en liza, los efectos de la falta 
de resolución, ya se ha señalado que en determinados procedimientos tributarios rige la 
caducidad y, en otros, queda prohibida expresamente, siempre por normativa tributaria 
específica. 

Para acabar este apartado, debe hacerse una referencia a la novedosa previsión con-
tenida en el primer apartado de la DA 1ª LPAC, antes transcrita y que, con una redac-
ción poco acertada, pudiera llegar a interpretarse en el sentido de que, cuando una nor-
mativa administrativa especial no prevea un trámite, no cabrá aplicar la regla de suple-
toriedad. Al menos, eso es lo que parece concluirse de una lectura superficial de su tenor 
literal. 

Una exégesis de ese carácter, simple y llanamente, vaciaría de contenido el segundo 
apartado de dicha DA 1ª y, lo que es todavía más absurdo, inhabilitaría en cualquier ca-
so que en cualquier procedimiento administrativo especial –no únicamente en los tribu-
tarios– se pudiera aplicar la LPAC. 

En definitiva, esta norma sería el cordón umbilical de una indeseable desconexión de 
los múltiples procedimientos especiales con la normativa administrativa madre pero, 
para llegar a esa situación, lo deseable hubiera sido que la norma estableciera taxativa-
mente la inaplicabilidad de la LPAC al ámbito tributario, sin paliativos. 

De todos modos, como muestra de las consecuencias disparatadas que podría tener la 
aplicación de este precepto, su lectura a contrario sensu nos podría llevar a una conclu-
sión que está en los antípodas de lo que se acaba de señalar. 

Este ejercicio, que propone el profesor sánChEz PEDROChE (21), consiste en cambiar 
de ubicación a la negación en la frase, de manera que el «no» pasara del penúltimo pá-
rrafo  del  aserto  al  último,  lo  que  daría  lugar  al  siguiente  resultado: 

– Redacción  stricto  sensu:  Los  procedimientos  administrativos  regulados  en  leyes 
especiales  por  razón  de  la  materia  que  no  exijan  alguno  de  los  trámites  previstos 
en  esta  Ley  o  regulen  trámites  adicionales  o  distintos  se  regirán,  respecto  a  estos, 
por  lo  dispuesto  en  dichas  leyes  especiales. 

– Redacción  alternativa:  Los  procedimientos  administrativos  regulados  en  leyes  es-
peciales  por  razón  de  la  materia  que  exijan  alguno  de  los  trámites  previstos  en  es-
ta  Ley  o  regulen  trámites  adicionales  o  distintos no se  regirán,  respecto  a  estos, 
por  lo  dispuesto  en  dichas  leyes  especiales. 

(21) Vide sánChEz PEDROChE, A., citado en bibliografía. 
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En definitiva, con este simple cambio de lugar del adverbio de negación en el enunciado, 
el intérprete podría llegar a la conclusión de que cuando un procedimiento especial prevea 
trámites que también se regulen en la LPAC, la regulación de esta será prioritaria. En 
otras palabras, la normativa prevista en los procedimientos administrativos especiales no 
se aplicará en todo aquello que ya estuviera regulado en la LPAC, lo que significaría que 
los procedimientos especiales quedaran encorsetados a cuestiones verdaderamente especí-
ficas de cada procedimiento ad hoc, atando así de pies y manos al legislador tributario. 

Esta conclusión tan purista tampoco se compadecería con el pretendido carácter su-
pletorio de la LPAC, de modo que debemos descartarla y pensar que este primer párra-
fo es una norma de difícil exégesis, probablemente superflua, no encontrándose en los 
trámites previos a su entrada en vigor ninguna mención que permita llegar a compren-
der su motivación (22). 

Tras esta exposición detallada de las relaciones entre derecho administrativo común 
y derecho tributario que resultan de las previsiones de la LPAC, en el apartado siguien-
te se tratarán de forma no exhaustiva determinados aspectos concretos en los que, de 
forma discutible o no, la norma común se aplicará a las actuaciones y procedimientos 
tributarios. 

3. SUPUESTOS CONCRETOS DE APLICACIÓN DE LA NORMATIVA 
ADMINISTRATIVA COMÚN EN EL ÁMBITO TRIBUTARIO TRAS 
LA LEY DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

3.1. Supuestos de aplicación a la totalidad de procedimientos tributarios 
del procedimiento administrativo común en materia de administración 
electrónica 

El artículo 109 LgT, situado en el Capítulo ii del Título iii del texto legislativo, rela-
tivo a las normas comunes sobre actuaciones y procedimientos tributarios, señala que 
«el régimen de notificaciones será el previsto en las normas administrativas generales 
con las especialidades establecidas en esta sección». 

De ahí se deriva, sin ningún género de dudas, que la LPAC es aplicable en el ámbito 
de las notificaciones tributarias en el seno de cualquiera de los procedimientos tributa-
rios específicos, si bien habrá que atenerse a las especialidades que señala la propia 
LgT. Obsérvese, a contrario sensu, que nada se dice sobre la inclusión de especialidades 
en materia de notificaciones en el desarrollo legislativo de alguno de dichos procedi-
mientos. ¿Está la LgT, acaso, intentando coartar al legislador futuro la posibilidad de 
incluir normas específicas en materia de notificaciones en normas de desarrollo regla-
mentario, en otras leyes o en el propio texto de la LgT, en las secciones específicas del 
Título iii –concretamente, los Capítulos iii y siguientes– que desarrollan los principa-
les procedimientos tributarios? 

Aunque la redacción no es acertada, la exégesis correcta lleva a contestar negativa-
mente a esta pregunta. más bien, lo que pretende dicho precepto es establecer una nor-
mativa general en materia de notificaciones cuya base fluya desde el derecho adminis-
trativo común, con ciertas especialidades, pero sin que ello suponga imposibilitar que 
cada procedimiento tributario específico tenga sus propios particularismos como, en 
efecto, ocurre. 

(22) Vide PUJALTE ménDEz-LEiTE, E., citado en bibliografía. 

– 22 – 



           
           
               

              
        

              
            

             
             

               
             

             
             

       

           
             

            
         

              
          

              
       

               
         

         

           
              

              
             

          
            

           
            

              
          

           
          

              
    

           
          

              

           

 

               
              

           
              
      

    

ESAÚ ALARCÓN GARCÍA / «La nueva ley de procedimiento administrativo en el ámbito tributario» 

Ahora bien, si las particularidades previstas en uno de los específicos procedimientos 
tributarios, fueran frontalmente contrarias al acervo general previsto en materia de no-
tificaciones por la LPAC y la LgT y se hubieran regulado en un reglamento, cabe pensar 
que nos encontraríamos con una normativa ultra vires, pero no por incumplir la regla de 
supletoriedad, sino por aplicación del principio de jerarquía normativa. 

si, en cambio, dicha colisión se diera entre un texto legal que regulara un procedi-
miento tributario ad hoc y las citadas LPAC y LgT, entonces nos encontraríamos ante 
un conflicto que habría que resolver por el principio de especialidad, al converger dos 
normas –LgT y ley especial– de igual rango. Esta última situación es meramente hipo-
tética pues, por el momento, la propia LgT es la única norma tributaria con rango legal 
que regula tanto las normas generales como las específicas de las actuaciones y procedi-
mientos de aplicación de los tributos y, ciertamente, sería antinómico que la propia LgT 
estableciera en uno de sus capítulos especiales una regulación que fuera contraria a las 
normas generales previstas en el mismo texto legislativo. 

En cualquier caso, resumiendo el tejido normativo en materia de notificaciones tribu-
tarias, lo cierto es que las normas de desarrollo de cada procedimiento tributario podrán 
establecer –y así lo hacen– sus propias especificidades, siempre que no contraríen la 
normativa prevista, como común, en la LgT y la LPAC. 

Dicho lo anterior y ya entrando en materia sustantiva, la aplicación de la LPAC en 
materia de administración electrónica comporta la aplicación a los procedimientos de 
aplicación de los tributos de una serie de reglas que pasamos a exponer, haciendo espe-
cial hincapié al ámbito de las notificaciones electrónicas. 

A modo de principio, se generaliza el uso de medios electrónicos en todas las fases del 
procedimiento administrativo, desde la identificación y representación de los interesa-
dos hasta una clara preferencia por la notificación electrónica. 

En este sentido, el expediente administrativo será como norma general electrónico (23), 
señalándose en el apartado 4 del artículo 70 LPAC que no formarán parte del expedien-
te la información auxiliar o de apoyo, como aplicaciones, ficheros y bases de datos, infor-
mes internos, juicios de valor, etc. Esta novedosa regulación crea un problema donde no 
lo había, según opinión de nAvAJAs REbOLLAR (24), dejando en manos de la Administra-
ción determinar qué documentación formará parte del expediente, lo que puede dar lu-
gar a la comisión de arbitrariedades. Recientemente, el Tribunal supremo ha tenido 
ocasión de tratar acerca del contenido de esta novedosa exclusión del expediente admi-
nistrativo de documentación accesoria, a través de Auto de 13 de junio de 2018 –recurso 
nº 698/2017–, concluyendo que tal previsión normativa «debe recibir una interpretación 
restrictiva, evitando que datos y elementos relevantes que sirvieron para conformar la 
decisión administrativa queden fuera del expediente remitido al órgano judicial, impi-
diendo a los afectados conocer datos o actuaciones que limiten su derecho de defensa y, 
por tanto, puedan generar indefensión». 

En la línea de implantación de una relación administrativa electrónica, también se 
posibilita la acreditación de la representación de los interesados mediante comparecen-
cia electrónica en la correspondiente sede electrónica o a través de su inscripción en el 

(23) hasta el punto de que, en caso de presentarse documentación en papel, por tratarse de un 
sujeto no obligado a relacionarse electrónicamente o bien una de las excepciones a la notificación 
electrónica, los documentos deberán ser digitalizados e incorporados al expediente electrónico por 
las oficinas de asistencia en materia electrónica –que así pasan a llamarse los antiguos registros 
de entrada de documentos–, ex artículo 16.5 LPAC. 

(24) Vide nAvAJAs REbOLLAR, m., citado en bibliografía. 
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registro electrónico de apoderamientos de la Administración Pública correspondiente. 
Asimismo, se crea un Registro Electrónico general de Apoderamientos y se regulan los 
sistemas de identificación y firma electrónica de los interesados (25). 

Como norma general, las personas físicas continúan pudiendo elegir si se comunican 
con las Administraciones pPúblicas a través de medios electrónicos, o por la vía tradi-
cional mediante los registros de entrada físicos y el servicio de Correos y Telégrafos. 
Ahora bien, la LPAC prevé novedosas excepciones que amplían el círculo de personas 
obligadas a la relación electrónica con la Administración. 

Así, en su artículo 14 apartado 3 se señala que están obligadas a utilizar los medios 
electrónicos las personas físicas que reglamentariamente se determinen, cuando por ra-
zón de su capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede 
acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios. 

Esta norma abre la posibilidad de una deslegalización futura en materia de notifica-
ciones electrónicas, que puede acabar convirtiendo en excepción lo que nació como un de-
recho del ciudadano a relacionarse con la Administración por vía electrónica. Por recon-
ducir su aplicación al absurdo, dicho precepto podría llegar a posibilitar que una univer-
sidad pública considerara que los alumnos que acrediten ingresos o patrimonio familiar a 
partir de determinados umbrales cuantitativos, quedaran obligados a relacionarse elec-
trónicamente con la institución en la que estudian, por el mero hecho de que se les su-
ponga «capacidad económica» para asumir el peaje de utilizar medios electrónicos. Tam-
bién cabría la hipótesis, en esa línea ad absurdum, de que a los alumnos de los grados 
universitarios en Derecho o en ingeniería informática se les impusiera dicho deber de re-
lación electrónica al considerárseles preparados para ello por sus conocimientos –los pri-
meros, profesionales; los segundos, técnicos– a diferencia de, por ejemplo, los que cursa-
ran bellas Artes. se trata de discriminaciones arbitrarias porque se ha pretendido llevar 
la norma al extremo, pero según su tenor literal podrían llegar a plantearse en la praxis. 

De la misma manera, y a diferencia también de la anterior normativa, se establece la 
obligación de relacionarse electrónicamente a quienes ejerzan una actividad profesional 
para la que se requiera colegiación obligatoria, cuando realicen trámites y actuaciones 
en ejercicio de dicha actividad profesional (26). 

Con esta regulación, se reproduce un debate que ya se puso de manifiesto con un cam-
bio normativo en la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, reguladora del impuesto sobre la 
Renta de las Personas físicas, materializado a través de la Ley 26/2014, de 27 de no-
viembre, que introdujo un párrafo tercero en su 27 apartado 1, con relación a las retri-
buciones obtenidas por socios de sociedades profesionales. 

En resumidas cuentas, la polémica –que continúa– resulta del diferente trato que 
una norma de este tipo dispensa a profesionales que se dedican a tareas similares –por 
no decir, idénticas–, pero que tienen distinta titulación académica, lo que a unos les obli-

(25) Ya  se  ha  hecho  referencia  a  la  entrada  en  vigor  diferida  en  dos  años  –es  decir,  a  partir  de 
2  de  octubre  de  2018–  de  la  implantación  de  estos  mecanismos  de  registro  y  apoderamiento  elec-
trónico. 

(26) Concretamente,  el  artículo  14.2.c)  señala  que  «en  todo  caso,  estarán  obligados  a  relacio-
narse  a  través  de  medios  electrónicos  con  las  Administraciones  Públicas  para  la  realización  de 
cualquier  trámite  de  un  procedimiento  administrativo,  al  menos,  los  siguientes  sujetos:  c)  Quienes 
ejerzan  una  actividad  profesional  para  la  que  se  requiera  colegiación  obligatoria,  para  los  trámites 
y  actuaciones  que  realicen  con  las  Administraciones  Públicas  en  ejercicio  de  dicha  actividad  profe-
sional.  En  todo  caso,  dentro  de  este  colectivo  se  entenderán  incluidos  los  notarios  y  registradores 
de  la  propiedad  y  mercantiles». 
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ga a colegiarse –v.g. abogados, arquitectos, médicos, etc.– y a otros no –v.g. economistas, 
licenciados en administración de empresas o relaciones laborales, etc.–. 

Así, parece evidente que la LPAC está generando una situación discriminatoria en-
tre iguales, pues el mero hecho de que la actividad profesional determine la colegiación 
obligatoria supone el deber de la persona física de relacionarse electrónicamente con la 
Administración, sin que el legislador haya tenido en cuenta que existen muchas activi-
dades profesionales que son llevadas a cabo sin que se exija una concreta titulación, sin 
exclusividad alguna, por lo que en tales casos –paradigma de ello es, precisamente, el 
ejercicio de la asesoría fiscal, en la que no existe el intrusismo al poder ejercerse de for-
ma transversal por profesionales de diversas titulaciones universitarias o, incluso, sin 
titulación alguna– habrá unos profesionales obligados y otros no, que se dedican a lo 
mismo. 

El último aspecto criticable del artículo 14 LPAC, lo encontramos con relación a la es-
pecífica mención de notarios y registradores en la misma letra c) de su apartado 2, pues 
la norma no deja claro si su sola condición de tales, les obliga a relacionarse electrónica-
mente con la Administración en todos los ámbitos de su vida o únicamente en los deri-
vados de su profesión. 

En efecto, parece claro que la especificación que se realiza respecto a dichos cuerpos 
lo que pretende es asimilarlos a los profesionales que requieren colegiación obligatoria, 
a efectos de considerarlos obligados a relacionarse electrónicamente con la Administra-
ción. Pero no se explicita si ello será también «en ejercicio de dicha actividad profesio-
nal» o, al omitir este dato, si notarios y registradores estarán en todo caso, ante cual-
quier trámite privado o profesional, obligados a una relación electrónica. 

En definitiva, ¿debe un notario darse de alta en todo municipio por el que circula y en 
el que presuma que pueda haber superado la velocidad máxima?, ¿puede la Administra-
ción tributaria exigirle a un registrador que conteste por vía electrónica a un requeri-
miento para justificar unos donativos a una entidad sin fines lucrativos por los que se 
dedujo unas cuotas de su IRPF? Nuevamente la vía hermenéutica de la reconducción al 
absurdo nos ayuda a sostener que lo que ha querido el legislador es poner en idéntica si-
tuación a notarios y registradores que a los profesionales colegiados, sin que pueda ad-
mitirse la obligación que se relacionen electrónicamente con la Administración en ac-
tuaciones que no formen parte de su ejercicio profesional. 

Por último, como ya venía ocurriendo desde la implantación de la relación electró-
nica por la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los 
Servicios Públicos, siguen estando obligadas a relacionarse con las Administraciones 
Públicas a través de medios electrónicos las personas jurídicas, añadiéndose ahora 
que también lo estarán las entidades sin personalidad jurídica, ex apartado b del artí-
culo 14.2 LPAC, lo que supone la inclusión en la órbita de tal obligación a las comuni-
dades de bienes, a las sociedades civiles e incluso, y esto es harto criticable, a las he-
rencias yacentes. 

Como excepción, debe decirse que las Administraciones Públicas están habilitadas a 
practicar notificaciones por medios no electrónicos –artículo 41.1 LPAC– cuando se pro-
duzcan por comparecencia espontánea del interesado y este solicitara la comunicación 
personal en el acto. De la misma manera cabe la notificación en papel, con el objetivo de 
asegurar la eficacia de la actuación administrativa, cuando sea necesaria la notificación 
por entrega directa de un empleado público de la Administración notificante. 

Esta última previsión pretende evitar que, cuando a una Administración se le agota el 
plazo de duración máximo de un procedimiento e intente notificar electrónicamente, el 
administrado no abra la notificación en los diez días que la normativa le concede y, con 
ello, se produzca un incumplimiento que pudiera dar lugar a la caducidad o la prescrip-
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ción. En tal supuesto, la notificación por la vía tradicional la deberá efectuar un empleado 
público de la Administración actuante, por lo que no será válida la notificación que hi-
ciera, en su caso, un empleado de Correos y Telégrafos. 

La notificación de actos administrativos, por lo tanto, se efectuará preferentemente 
por medios electrónicos, siempre y cuando se trate de personas obligadas a relacionarse 
electrónicamente, o así lo solicite el interesado. Los mecanismos previstos a tal efecto 
son la comparecencia en la sede electrónica de la Administración actuante o bien la Di-
rección Electrónica habilitada –DEh, en lo sucesivo–, o ambos. En cualquier caso, des-
de la entrada en vigor de la LPAC, la obligación de relacionarse electrónicamente con la 
Administración tributaria ya no viene vinculada a que se le comunique previamente al 
contribuyente la conocida entre la grey tributaria como «carta de bienvenida a la DEh», 
sino por el mero hecho de formar parte de alguno de los sujetos cuyo artículo 14 obliga a 
la relación electrónica con la Administración. 

Como excepción, de conformidad con el apartado 2 del artículo 41 LPAC, no se podrán 
notificar electrónicamente los actos que vayan acompañados de elementos no converti-
bles en formato electrónico o que contengan medios de pago a favor de los obligados, co-
mo los cheques. 

La LPAC trae consigo un novedoso mandato –artículo 40.2– de que la Administración 
curse sus notificaciones en un máximo de diez días desde la fecha de emisión del acto ad-
ministrativo, aunque no se regula ninguna consecuencia negativa para el caso de que la 
Administración notificante incumpliera tal desiderátum, por lo que podemos considerar 
tal previsión como una norma superflua. 

De acuerdo con el artículo 43.2 LPAC, se entiende practicada la notificación electró-
nica, como venía ya siendo habitual, en el momento de acceso a su contenido y, rechaza-
da, cuando hayan transcurrido diez días naturales desde su puesta a disposición sin que 
se haya accedido a su contenido, siendo práctica habitual que las Administraciones Pú-
blicas retiren sus notificaciones pasado ese plazo (27). 

También, con la nueva ley, desaparece el correo electrónico como acuse de recibo váli-
do a efectos de notificación, sustituyéndose por un sistema de avisos previsto en el artí-
culo 41 LPAC, que tiene carácter voluntario para el interesado, que deberá identificar 
un correo electrónico o dispositivo electrónico –sms– para su recepción (28). De todos 
modos, el aviso no tiene la consideración ni sustituye a la notificación. 

De hecho, este novedoso sistema debilita la posición del ciudadano, pues según el 
apartado 6 de dicho precepto, la falta de envío de un aviso por parte de la Administra-
ción por motivos técnicos, no invalida la notificación que se efectúe válidamente con pos-
terioridad al contribuyente (29). 

(27) Tampoco se ha aprovechado el cambio normativo, para solucionar el problema que puede 
provocar la interoperabilidad por incidencias en la sede electrónica de la Administración, aunque 
se pueden ampliar los plazos de presentación de documentos en caso de incidencia técnica, como 
ya ha ocurrido en algunos casos recientes. 

(28) En el ámbito tributario, la AEAT ha creado un banner específico en su página web para la 
suscripción de avisos de notificaciones. 

(29) Recientemente, se ha planteado una controversia judicial en torno al sistema de avisos re-
gulado en la LEC, muy similar al previsto en la LPAC, la cual ha culminado con una sentencia del 
TC dictada el pasado 17 de enero que desestima la cuestión prejudicial planteada por el Tribunal 
superior de Justicia de Castilla y León que lo ponía en duda en atención al principio de confianza 
legítima. 
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Por lo que se refiere a las notificaciones defectuosas, el apartado 3 del artículo 40 in-
dica que surtirán efecto desde que el interesado realice actuaciones que supongan el co-
nocimiento del contenido del acto o bien interponga el recurso que proceda (30). 

3.2. Supuestos de aplicación en el procedimiento de revisión de actos 
tributarios del procedimiento administrativo común en materia 
de administración electrónica 

La implantación de la administración electrónica en el ámbito económico-administra-
tivo, sufrió un impulso a través de una serie de modificaciones de la LgT operadas por 
la Ley 34/2015, de 21 de septiembre. Así, si el reclamante es un obligado a recibir las no-
tificaciones por vía electrónica, la interposición de recursos administrativos, las alega-
ciones y la notificación de resolución –en definitiva, todos los trámites del expediente 
administrativo– se deben hacer por el mismo procedimiento electrónico desde su entra-
da en vigor. 

Empero, esas modificaciones normativas en materia de revisión de actos tributarios 
no previeron las consecuencias que podrían derivarse de la presentación, por un obliga-
do a relacionarse electrónicamente con la Administración, de un recurso de reposición o 
reclamación económico-administrativa en papel. 

Cabría entender que, en tal supuesto, ante la ausencia de norma específica en la LgT 
ni en el desarrollo reglamentario de esta, el derecho de defensa permitiría la concesión 
de un plazo de subsanación del defecto, sin que tal error en la forma de relacionarse con 
el órgano obligado a resolver supusiera, por ende, una presentación extemporánea de la 
reclamación. 

no obstante, tan sensata conclusión se ha visto enturbiada por la nueva LPAC, cuyo 
artículo 68 prevé en su apartado 4 que, si un sujeto obligado a relacionarse electrónica-
mente presenta una solicitud presencial, se le requerirá su subsanación mediante pre-
sentación electrónica, considerándose «como fecha de presentación de la solicitud aque-
lla en que haya sido realizada la subsanación». 

Para nAvAJAs REbOLLAR se trataría de una medida «regresiva donde las haya» (31). 
PUJALTE ménDEz-LEiTE, por su parte, considera que esta norma provoca la extempora-
neidad de las reclamaciones económico-administrativas subsanadas fuera del plazo de 
interposición (32). 

fALCón Y TELLA efectúa una exégesis correctora de la norma, concluyendo que «hay 
que entender que la presentación por vía telemática hecha dentro del plazo de diez días 
conferido al efecto tiene como consecuencia la subsanación, que es para lo que se requie-
re. Y ello aunque haya transcurrido ya el plazo máximo para recurrir, o para presentar 

(30) A fecha de conclusión del presente trabajo sigue en trámite un proyecto de Real Decreto en 
virtud del cual se desarrollan la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas y la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico 
del sector Público, en materia de actuación y funcionamiento del sector público por medios elec-
trónicos. Con carácter previo, se había publicado en la página web del ministerio de hacienda y 
función Pública, un proyecto de Orden ministerial en la materia que, finalmente, fue retirado, re-
conociéndose que «inicialmente se valoró no abordar ningún desarrollo reglamentario sobre esta 
materia, pero finalmente se ha puesto de manifiesto que resulta necesario concretar ciertos aspec-
tos de las citadas leyes». 

(31) Op. cit. passim. 
(32) Vide PUJALTE ménDEz-LEiTE, citado en bibliografía, p. 13. 
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el escrito de que se trate (33)». Esa subsanación temporánea, según este autor, sanaría 
el defecto inicial y el plazo se entendería cumplido. 

Estimamos en todo caso que, si la subsanación se produce sin que al contribuyente se 
le hubiera hecho llegar un requerimiento previo y la presentación en formato tradicio-
nal fuera justificada por el contribuyente, debería primar el principio pro actione como 
bastión ineludible de la tutela judicial efectiva, de modo que no cabría considerar que el 
plazo de interposición del recurso o reclamación se haya incumplido. 

Ello conlleva que, sin negar la plausibilidad de la aplicación supletoria de la LPAC en 
el procedimiento económico-administrativo en el supuesto de autos, ante la laguna legal 
existente tanto en la regulación genérica procesal de la LgT como en el reglamento de 
revisión en vía administrativa, es lo cierto que la aplicación del precepto citado chocaría 
con un derecho de orden constitucional, ante el que debe ceder por un criterio de jerar-
quía, no de especialidad. 

3.3. Supuestos  de  aplicación  del  procedimiento  administrativo  común 
en  materia  de  plazos 

La LPAC trae novedades diversas en este ámbito, que son directamente aplicables a 
los procedimientos tributarios, al no existir normativa ad hoc en la LgT. 

Para empezar, su artículo 30 (34) introduce una norma para el cómputo de los plazos 
por horas, lo que denota que el legislador tiene en el punto de mira implantar en el fu-
turo plazos por horas, algo que puede resultar descabellado. Tales plazos, por ahora no 
desarrollados por ningún procedimiento administrativo, se contarán de hora en hora y 
de minuto en minuto desde la hora y minuto en que tenga lugar la notificación o publi-
cación del acto de que se trate, y no podrán tener una duración superior a veinticuatro 
horas. 

En este sentido, se señala que son hábiles todas las horas del día que formen parte de 
un día hábil. Debe recordarse, en cambio, que la Ley de Enjuiciamiento Civil fija en su 
artículo 130.3 LEC un horario más razonable, de ocho de la mañana a ocho de la tarde. 

En el lado positivo de la balanza, se pasa a considerar al sábado como día inhábil a 
efectos del cómputo de plazos, unificándose así la regulación para el ámbito administra-
tivo y el judicial. A pesar de ello, debe criticarse que se continúe considerando hábil a 
efectos administrativos el mes de agosto, pudiendo haberse aprovechado el cambio nor-
mativo de la LPAC para introducir un sistema de «días de cortesía» como el previsto, en 
el ámbito de actuación de la AEAT, por la normativa tributaria (35). 

(33) Vide RAmón fALCón Y TELLA,  citado  en  bibliografía,  passim. 
(34) Este  precepto,  y  otros,  efectúan  una  referencia  tautológica  a  la  Ley  y  el  Derecho  de  la 

Unión  Europea  que,  desde  el  punto  de  vista  de  técnica  legislativa,  resulta  deplorable,  pues  da  la 
sensación  de  que  se  trate  de  realidades  distintas,  siendo  indiscutible  a  estas  alturas  del  milenio  y 
de  la  pertenencia  del  Reino  de  España  a  la  Unión  Europea  que  el  derecho  europeo  forma  parte,  na-
turalmente,  del  ordenamiento  jurídico  interno  y,  por  ende,  es  ley. 

(35) Concretamente,  en  la  Orden  EhA/3552/2011,  de  19  de  diciembre,  por  la  que  se  regulan  los 
términos  en  los  que  los  obligados  tributarios  pueden  ejercitar  la  posibilidad  de  señalar  días  en  los 
que  la  Agencia  Estatal  de  Administración  Tributaria  no  podrá  poner  notificaciones  a  su  disposi-
ción  en  la  dirección  electrónica  habilitada,  en  desarrollo  de  la  previsión  contenida  en  el  apartado  1 
de  la  disposición  adicional  tercera  del  Real  Decreto  1363/2010,  de  29  de  octubre,  por  el  que  se  re-
gulan  los  supuestos  de  notificaciones  y  comunicaciones  administrativas  obligatorias  por  medios 
electrónicos  en  el  ámbito  de  la  Agencia  Estatal  de  Administración  Tributaria. 
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También se aclara una cuestión que venía siendo objeto de tradicional discusión ju-
risprudencial, como es el hecho de qué debe entenderse por «hora distinta». En este sen-
tido, si el primer intento de notificación se realiza antes de las 15 horas, el segundo de-
be hacerse después de las 15 horas y viceversa y, en todo caso, con un margen de 3 horas 
entre ambos. 

Cabe mencionar también que se especifica que, a efectos del cómputo de plazos, si un 
documento se presenta en día inhábil, se entenderá efectuado el trámite en la primera 
hora del primer día hábil siguiente. 

Asimismo, si un día fuese hábil en el municipio o una comunidad autónoma en que 
reside el interesado e inhábil en la sede del órgano administrativo, o a la inversa, se con-
siderará inhábil en todo caso. no tienen esta opción aquellos administrados que se rela-
cionan por vía telemática, lógicamente. 

Por último, se elimina definitivamente el plazo de tres meses para la impugnación de 
actos presuntos, en aplicación de innumerables resoluciones del Tribunal Constitucio-
nal –por todas, las ssTC 72/2008, 37/2012, 93/2012 y 98/2012–, de modo que se puede 
impugnar el acto presunto en cualquier momento a partir de la producción del silencio. 

3.4. Supuestos  de  aplicación  del  procedimiento  administrativo  común 
en  materia  de  suspensión  de  plazos  de  resolución  de  procedimientos 

El art.42.5 LRJPAC regulaba, sin carácter automático –«se podrá suspender», decía–, 
la suspensión de ciertos plazos de resolución de procedimientos administrativos. La úni-
ca circunstancia que determinaba una paralización automática de los plazos de un pro-
cedimiento era que se produjera por causa imputable al interesado, de conformidad con 
el apartado 2 del artículo 44 –«se interrumpirá»– del propio texto normativo. 

Con la nueva LPAC, se separan los casos en que el procedimiento se puede suspen-
der, regulados en el apartado primero del artículo 22 del texto normativo, de aquellos 
otros en los que el procedimiento «se suspenderá», mediante una norma adjetiva, de 
obligado cumplimiento por las dos partes de la relación administrativa, previstos en el 
segundo apartado de dicho precepto. 

Centrando la cuestión en la regulación prevista en el artículo 22.1 LPAC, que llama-
remos causas potestativas de suspensión de plazos, la primera duda que surge de la lec-
tura de dicho precepto es la de a quién se está posibilitando activar esos motivos de pa-
ralización de plazo. El uso gramaticalmente inadecuado de una construcción pronomi-
nal, esto es, sin sujeto, da a entender que la ley permite que la suspensión la pueda soli-
citar tanto la Administración como el ciudadano, aunque lógicamente la decisión queda-
rá en manos del funcionario que instruya el procedimiento, que lógicamente no podrá 
resolver la cuestión de forma arbitraria so pena de incurrir en una desviación de poder. 

A esta exégesis, esto es, a la posibilidad de que tanto ciudadano como Administración 
actuante puedan solicitar la suspensión de plazo señalada, se llega por varios caminos 
hermenéuticos. El primero, y más importante, resulta del hecho de que nos encontra-
mos con relaciones de carácter público en las que está en juego el interés general, por lo 
que dejarlas al albur de una de las partes carecería de lógica alguna. A mayor abunda-
miento, en segundo lugar, la propia normativa de derecho común también considera, 
amparada en el brocardo rebus sic stantibus, que las relaciones sinalagmáticas no pue-
den quedar sometidas al arbitrio de una de las partes, salvo modificación sustancial de 
las circunstancias. Encontrándonos, pues, con relaciones de derecho público, ello tam-
bién resultará así a fortiori, es decir, con mayor motivo. Por último, la propia LPAC es-
tablece, en el precepto anterior al que ahora se comenta –en el artículo 21, relativo a la 
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obligación de resolver–, un mandato en el que sí se deja claro cuál de las partes en la re-
lación administrativa debe proceder a cumplir con lo que allí se establece «La Adminis-
tración está obligada (…)». Debe entenderse que, si el legislador ha sido capaz de utili-
zar un mandato claro en una oración de estructura simple en el artículo 21 de la Ley, el 
cambiar de construcción sintáctica en el precepto siguiente no es un error de redacción 
sino que, más al contrario, obedece a que en la mens legislatoris se encuentra la idea de 
que cualquiera de las partes pueda activar su espectro aplicativo, estando la otra parte 
obligada a aceptar la suspensión solicitada, salvo causa debidamente motivada que no 
se vislumbra en la previa tramitación legislativa. 

De entre las causas de suspensión potestativa de plazos, merece la pena detenerse en 
la prevista en la letra c) del artículo 22.1 LPAC –que exista un procedimiento no finali-
zado en el ámbito de la Unión Europea que condicione directamente el contenido de la 
resolución de que se trate–, por las trascendentales implicaciones que pudiera tener en 
el ámbito tributario, ante la existencia cada vez más habitual de procedimientos de in-
fracción y de cuestiones prejudiciales en esta materia, cuyo desarrollo y conclusión pue-
den condicionar las actuaciones de los órganos de la Administración tributaria. 

La aplicación de este precepto, supletoriamente, a alguno de los procedimientos tri-
butarios, determinaría que el contribuyente pudiera solicitar la suspensión del plazo pa-
ra resolverlo hasta que finalice la contienda en el seno de la Unión Europea, sin que en 
el ínterin se pueda incoar una liquidación tributaria, continuar un apremio, imponer 
una sanción y, correlativamente, sin que el contribuyente se vea obligado a pago alguno. 

no cabe plantear como óbice a su aplicación supletoria el hecho de que la LgT ya pre-
vea una regulación específica en su artículo 104 apartado segundo, como viene suce-
diendo en la praxis actual. En efecto, este último precepto regula los plazos de resolu-
ción, pero no establece causas de suspensión específica, limitándose a que acabar seña-
lando que «los períodos de suspensión que se produzcan conforme a lo previsto en esta 
Ley no se incluirán en el cómputo del plazo de resolución». 

Esa coletilla da a entender, precisamente, que pueden existir causas de suspensión 
de los plazos que en su caso se deberán regular en cada procedimiento tributario especí-
fico o bien, supletoriamente, se tendrá que acudir a las previstas en la LPAC. 

Por lo tanto, ante una laguna legal en la regulación de causas de suspensión de los 
plazos para resolver alguno de los procedimientos tributarios en vigor, cabrá acudir a 
los motivos, taxativos unos, potestativos otros, regulados en la nueva norma adminis-
trativa común. 

Por lo que se refiere, concretamente, al procedimiento de comprobación e investiga-
ción tributaria, la nueva redacción del artículo 150.3 LgT, tras la reforma producida por 
la Ley 34/2015, sí podría aparentemente inhibir la aplicación del artículo 22.1 LPAC, al 
considerar como supuestos de suspensión lo que, hasta la entrada en vigor de tal cambio 
normativo, se consideraban causas de interrupción de ese concreto procedimiento. 

A pesar de ello, en realidad, lo que se pasó a tratar como causas de suspensión por la 
LgT tras dicho cambio no dejan de ser, dogmáticamente, causas de interrupción pues el 
procedimiento de inspección no puede caducar, sino prescribir y, ontológicamente, la de-
rivada paralizadora de la prescripción es la interrupción, no la suspensión. Lo contrario 
sería tanto como pervertir la naturaleza jurídica de instituciones de arraigo inveterado 
en nuestro ordenamiento jurídico, como son la caducidad, la prescripción y sus efectos. 

A mayor abundamiento, las causas de suspensión que aparecen en el citado precep-
to de la LgT son imperativas por lo que podrían llegar a impedir la aplicación, en su 
caso y como máximo, de los motivos de suspensión de plazo ope legis del apartado 2 del 
artículo 22 LPAC, pero no los potestativos de su primer apartado. 
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Mutatis mutandis, podría llegarse a idéntica conclusión por lo que se refiere a los ex-
pedientes sancionadores en el ámbito tributario, al no existir tampoco en el seno de su 
regulación  específica  ninguna  causa  potestativa  de  suspensión  de  plazo  del  procedi-
miento sancionador. 

de esta circunstancia, esto es, de la ausencia de causas potestativas de suspensión 
del procedimiento de comprobación e investigación tributaria y del procedimiento san-
cionador en la LGT y los reglamentos de desarrollo de ambos procedimientos, se deriva-
ría la supletoria aplicación de lo previsto en el art. 22.  LPAc y, por ende, el contribu-
yente sometido a uno de estos procedimientos podría solicitar su paralización cuando en 
su seno se estuviera discutiendo algún aspecto que estuviera siendo objeto de algún pro-
cedimiento en la comisión europea –léase, un procedimiento de infracción sobre el que, 
tras la pertinente denuncia, se hubiera emitido una carta de emplazamiento a las auto-
ridades nacionales–, en el Tribunal de Luxemburgo –léase, derivado de una cuestión 
prejudicial o de un dictamen motivado emanado de un procedimiento de infracción–, o 
en cualquier organismo competente de la Unión europea. 

no puedo dejar de finalizar este apartado sin hacer una referencia a la actuación de 
la Administración tributaria, en la praxis diaria, cuando un contribuyente alega la apli-
cación de alguna de estas causas de suspensión en el seno de un procedimiento tributa-
rio. Un mal entendido temor reverencial a la prescripción del procedimiento en curso, 
unido a la multisecular ausencia de autoexigencia funcionarial, determinan que tales 
súplicas sean denegadas bajo argumentos que pueden llegar a lo más peregrino (36). 

3.5. Supuestos  e aplicación  el proce imiento a ministrativo común 
en materia  e suspensión  e plazos para resolver recursos 

en este ámbito, la regulación de la LPAc es novedosa y resulta aplicable, supletoria-
mente, al procedimiento de revisión tributario al no existir en este regulación semejan-
te. nos referimos a su artículo  20, que concede la posibilidad de que «cuando una Ad-
ministración deba resolver una pluralidad de recursos administrativos que traigan cau-
sa de un mismo acto administrativo y se hubiera interpuesto un recurso judicial contra 
una resolución administrativa o contra el correspondiente acto presunto desestimatorio, 
el órgano administrativo podrá acordar la suspensión del plazo para resolver hasta que 
recaiga pronunciamiento judicial». 

La norma pretende reducir los costes asociados a la litigiosidad múltiple, por lo que 
debe ser valorada positivamente. Ahora bien, su aplicación no será generalizada en el 
ámbito tributario, pues se exige que un mismo acto administrativo genere una plurali-
dad de recursos –actos plúrimos–, con lo que quedaría relegada a impugnaciones de po-
nencias de valores en materia catastral y poco más. 

Aunque la norma no entra en detalle, debe entenderse que, recaída resolución judicial, 
continuará el recurso administrativo hasta su resolución que, en pura lógica, debería se-
guir los dictados del fallo que motiva la paralización del procedimiento administrativo. 

La novedosa normativa plantea una cuestión de gran trascendencia, pues no acaba de 
aclarar el momento a partir del cual procede continuar la tramitación del recurso cuando 
hubiera varios procedimientos judiciales en marcha: ¿hay que esperar, en tal caso, a la úl-

(36) Y es que, como bien indica Sánchez Pedroche, J. A., «las prácticas inveteradas de la di-
rección General de Tributos y el Ministerio de hacienda no se plegarán fácilmente a lo dispuesto 
por aquélla» –en referencia a la dA  ª LPAc–. Op. cit. p.  6. 
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tima resolución judicial para continuar la tramitación del recurso –casación, de resultar 
posible– o con una sentencia en primera instancia será suficiente? según PUJALTE mén-
DEz-LEiTE, «de acuerdo con la literalidad de la Ley no parece que haya de esperarse a la úl-
tima resolución sino que con que haya un pronunciamiento jurisdiccional el órgano admi-
nistrativo deberá levantar la suspensión y resolver el recurso o reclamación» (37). 

3.6. Supuestos  de  aplicación  del  procedimiento  administrativo  común 
en  materia  de  suspensión  de  ejecución  de  actos  sometidos  a  revisión 
de  oficio 

Encontramos aquí un interesante debate, pues la regulación de la LPAC es clara, en 
el sentido de que «podrá suspenderse la ejecución del acto» –artículo 108– cuando pueda 
causar perjuicios de difícil reparación. 

Cabría plantear su aplicación a los procedimientos de revisión de oficio por nulidad de 
pleno derecho o lesividad en el ámbito tributario, puesto que en la normativa que trata di-
chos procedimientos especiales de revisión tributaria, tanto en la LgT como en el reglamen-
to de revisión de actos en vía tributaria, no se regula causa alguna específica de suspensión. 

sin embargo, sí que existe una regulación prolija y muy concreta de la suspensión en 
los procedimientos ordinarios de revisión de actos en vía tributaria, esto es, en el seno 
del recurso de reposición y en las reclamaciones económico-administrativas. 

Cabe la duda, pues, de si deben tratarse la totalidad de procedimientos de revisión 
–ordinarios y extraordinarios– en materia tributaria como un bloque, en cuyo caso la 
ausencia de regulación de causas de suspensión en alguno de ellos conllevará su imposi-
bilidad o, al contrario, si debe estarse a cada uno de los procedimientos de forma indivi-
dualizada, de forma que la ausencia de previsión de suspensión en alguno de ellos su-
ponga una laguna que deba colmarse por la LPAC. 

En este último extremo sí que podría plantearse, por consiguiente, la aplicación del 
precepto parcialmente transcrito en los procedimientos de revisión extraordinaria en 
materia tributaria, de forma que cabría solicitar la suspensión alegando que la ejecu-
ción del acto impugnado pudiera determinar daños de imposible o difícil reparación. 

3.7. Supuestos  de  aplicación  del  procedimiento  administrativo  común 
en  materia  de  medidas  cautelares  provisionalísimas 

El artículo 56 LPAC establece –al igual que hacía el artículo 72 LRJPAC– unas me-
didas provisionales que podrán adoptarse durante la sustanciación de un procedimiento 
administrativo, siendo incluso posible que se acuerden antes de su inicio, de conformi-
dad con el apartado 2 de dicho precepto, debiendo en cualquier caso motivarse la urgen-
cia en la protección provisional de los intereses implicados. 

La LgT no prevé en su texto la adopción de medidas provisionales en el ámbito tri-
butario, de modo que cabría plantearse la aplicación supletoria de la normativa admi-
nistrativa, de modo que el órgano administrativo pudiera adoptar alguna de las medi-
das, especificadas en su tercer apartado, en un procedimiento tributario (38). 

(37) Vide PUJALTE ménDEz-LEiTE, E., citado en bibliografía, p. 7. 
(38) Así lo han hecho diversos ayuntamientos, de una forma muy forzada, ante las sentencias 

del Tribunal Constitucional que declararon inconstitucional el impuesto sobre Plusvalía municipal. 
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Ahora bien, no debe olvidarse que el trasunto de esas medidas en el ámbito tributario 
es la adopción de medidas cautelares por parte de la Administración, las cuales sí que se 
encuentran reguladas pormenorizadamente en el artículo 81 de la LgT, siendo su al-
cance cada vez más exorbitante en contra de los intereses del contribuyente. 

merece la pena destacar, en este sentido, la opinión de sánChEz PEDROChE para 
quien, si bien con la LRJPAC no cabría la aplicación de esas medidas provisionalísimas 
de ninguna manera, la redacción del nuevo artículo 56.2 LPAC sufre una dulcificación 
que podría posibilitar la adopción de tales medidas por parte de la Administración tri-
butaria (39). 

Ello no obstante, la posibilidad de que el órgano administrativo pueda decidir en ga-
rantía del crédito tributario no solo adoptar medidas cautelares sino, cumulativamente, 
también las medidas provisionales previstas en la LPAC, resultaría claramente inequi-
tativa, postrando al contribuyente en una posición más propia del vasallo medieval que 
del ciudadano europeo del siglo veintiuno. 

3.8. Supuestos  de  aplicación  del  procedimiento  administrativo  común 
en  materia  de  iniciativa  legislativa 

En el artículo 23 LRJAP se establecen normas para fomentar la previsibilidad de las 
disposiciones legales y reglamentarias que afectan al ciudadano, con origen en Reco-
mendaciones de la UE y de la OCDE sobre mejor regulación, fijándose unas fechas para 
su entrada en vigor cuando se impongan nuevas obligaciones a personas físicas o jurídi-
cas que desempeñen una actividad económica o profesional como consecuencia del ejer-
cicio de esta. 

Ahora bien, la limitación de su campo de actuación es tal, que parece una norma pro-
gramática, vacía de contenido. En efecto, en primer lugar, se señala que tal previsión se 
aplicará «sin perjuicio del artículo 2.1 Código civil», sin que sea fácil entender qué debe 
entenderse con tal excepción. Asimismo, no se aplicará a los reales decretos-ley –forma 
desgraciadamente habitual de legislar en los tiempos en que vivimos–, ni a transposi-
ción de directivas u otras razones justificadas así lo aconsejen y así figure en la memo-
ria de impacto normativo. Por último, no debe obviarse que su radio de actuación única-
mente afectará a las normas estatales, y no a las emanadas de las comunidades autóno-
mas o los entes locales, no vinculadas por la regulación de dicho texto normativo. 

En cualquier caso, tratándose de una regulación de régimen jurídico, y no de procedi-
miento administrativo, debe entenderse que resultaría plena, y no supletoriamente, 
aplicable al ámbito tributario sin cortapisa alguna. 

En efecto, ante las resoluciones anulatorias y la ausencia de un cambio normativo que corrigiera la 
regulación, varios ayuntamientos han paralizado las solicitudes de devolución de dicho tributo 
acogiéndose a que se trataba de una medida provisional para evitar daños de imposible reparación 
a las arcas municipales. En este sentido, el Consell Tributari del Ayuntamiento de barcelona ha 
llegado a publicar en internet una guía relativa a la situación de dicho tributo, en la que se indica 
expresamente que procede la «suspensión de la tramitación de los procedimientos tributarios en 
que el obligado invoque la inexistencia de incremento de valor sujeto». 

Ello no obstante, en la tesitura de aceptar la aplicación supletoria del artículo 56 LPAC al ám-
bito tributario, lo cierto es que en el tenor literal de todas las medidas que allí se estipulan, ningu-
na de ellas se refiere expresamente a una suspensión, interrupción o paralización del procedi-
miento en curso, salvo la referencia final al aseguramiento de la efectividad de su resolución –le-
tra i del apartado 3–. 

(39) Vide sánChEz PEDROChE, J. A., citado en bibliografía, p. 13. 
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3.9. Supuestos  de  aplicación  del  procedimiento  administrativo  común 
en  materia  de  responsabilidad  patrimonial 

Otra novedad de la LRJAP es la regulación del procedimiento para exigir responsabi-
lidad patrimonial al Estado por leyes inconstitucionales o contrarias al derecho europeo, 
que resulta directamente aplicable al ámbito tributario, si bien nos limitamos a mencio-
nar algunas cuestiones fundamentales, porque su contenido resulta criticable desde 
tantos puntos de vista que daría pie a un trabajo completo en esta concreta materia (40). 

En primer lugar, se regula un cuestionario para su iniciación que puede dar lugar a 
la inadmisión o desestimación en caso de incorrección, pues se requiere al interesado (i) 
individualizar la lesión producida, (ii) la relación de causalidad con el funcionamiento 
del servicio público, (iii) su evaluación económica si fuera posible y (iv) el momento de 
producción de la lesión. 

En segundo lugar, se establece que la responsabilidad por leyes inconstitucionales no 
resulta enervada por el hecho de que hubieran recaído sentencias con fuerza de cosa juz-
gada desestimando la impugnación de actos administrativos que aplicaron la norma in-
constitucional, siguiendo jurisprudencia del Ts. De esta manera, entendemos, única-
mente podría quedar vedada la vía de la responsabilidad si el TC excluyera los efectos ex 
tunc de su resolución. 

Debe recordarse que el Alto Tribunal tenía dicho que no podía imponerse a los perju-
dicados por los actos de aplicación de normas legales declaradas inconstitucionales la 
carga de impugnarlos hasta agotar todas las instancias procesales –por todas, sTs 
13/6/00–. 

sin embargo, la postura era diametralmente contraria en cuanto a responsabilidad 
procedente de un acto aplicativo de una norma interna declarada contraria a derecho co-
munitario, en cuyo caso inicialmente se solicitaba el agotamiento de acciones judiciales 
invocando el derecho comunitario –sentencias del Tribunal supremo de 29 de enero de 
2004 y de 24 de mayo de 2005–. 

El Ts decidió elevar cuestión prejudicial y el TJUE en sentencia de 26 de enero de 
2010, consideró que ello era contrario al Derecho europeo. 

El Anteproyecto de modificación de la LgT que fructificó en la Ley 34/2015, quiso con-
tornear dicha jurisprudencia, circunscribiendo las posibilidades de instar la responsabi-
lidad patrimonial del Estado al procedimiento de rectificación de autoliquidaciones del 
artículo 120 LgT, vaciando de contenido la jurisprudencia mediante el sencillo expe-
diente de eliminar el plazo de un año para reclamar la responsabilidad patrimonial del 
Estado legislador, con lo que regiría únicamente el plazo de 4 años de prescripción. 

Esa previsión recibió un duro voto particular en el trámite parlamentario por parte 
del informe preceptivo del CgPJ de modo que, finalmente, tal régimen no se recogió en 
la definitiva modificación de la LgT y pasó a tramitarse en la reforma operada en las le-
yes administrativas de continua referencia. 

En el Anteproyecto de LRJAP, el plazo tradicional de prescripción de un año para el 
ejercicio de la acción se convertía en un plazo de caducidad. nuevamente, esa propuesta 
recibió críticas severas del Consejo de Estado y fue retirada, volviendo al plazo prescrip-
tivo anual en su art.67.1 LRJAP. 

(40) Una reflexión interesante en la materia se encuentra en sánChEz PEDROChE, J. A., op. cit. 
pp. 18 ss. 
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Debe destacarse que, en la nueva regulación, sigue existiendo diferencia de trato en-
tre la responsabilidad por norma inconstitucional y por norma comunitaria, al exigirse 
en ese último caso una triple condición –art.32.5– que no se exige en el primero –32.4–. 

En ambos casos se exige una sentencia firme desestimatoria de un recurso contra la 
actuación administrativa que ocasionó el daño y, por último, como gran novedad in 
peius para el administrado, se crea una nueva exigencia procesal de quimérico cumpli-
miento: para que pueda exigírsele responsabilidad patrimonial a la Administración por 
una norma inconstitucional o contraria a derecho europeo, se debe haber alegado en to-
das las instancias. 

Esta última medida, además de fomentar la litigación y la ingeniería jurídico-proce-
sal, resulta una obligación contraria al principio que rige la responsabilidad aquiliana 
–que, en el fondo, es de lo que se trata al hacer responsable al Estado de sus actos con-
trarios a las leyes– desde tiempos inmemoriales (41). 

O tempora! O mores! 
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gravoso para el particular el incoar el procedimiento. 
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